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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN.	ESTRUCTURA.	TÍTULO	PRELIMINAR.
LOS	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES,	SUS	GARANTÍAS

Y	SUSPENSIÓN.	LA	REFORMA	CONSTITUCIONAL.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez cerrado el texto de la Constitución por las Cortes Generales el 31 de octubre de 1978, mediante Real
Decreto 2550/1978 se convocó el Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo
lugar el 6 de diciembre siguiente. Se llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978.
El Proyecto fue aprobado por el 87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	EL	GOBIERNO:	COMPOSICIÓN	Y	FUNCIONES.	LAS	CORTES	GENERALES.
RELACIONES	ENTRE	EL	GOBIERNO	Y	LAS	CORTES	GENERALES.

1.‐	EL	GOBIERNO

1.1.- INTRODUCCIÓN

El Gobierno constituye, junto con la Administración, el Poder Ejecutivo, y equivale al Consejo de Ministros,
y respecto del mismo la Constitución señala que el Gobierno dirige la política interior y exterior, la Adminis-
tración Civil y Militar y la defensa del Estado, ejerciendo la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de
acuerdo con la Constitución y las Leyes.

Los principios que configuran su funcionamiento son tres: el principio de dirección presidencial, que otorga
al Presidente del Gobierno la competencia para determinar las directrices políticas que deberá seguir el
Gobierno y cada uno de los Departamentos; la colegialidad y consecuente responsabilidad solidaria de sus
miembros, y el principio de organización departamental que otorga al titular de cada Departamento (Ministe-
rio) una amplia autonomía y responsabilidad en el ámbito de su respectiva gestión.

Por su parte, la Administración Pública puede entenderse básicamente desde una perspectiva funcional o
de actividad y desde una perspectiva orgánica:

-Funcional.- En este sentido administración hace referencia a un concepto dinámico que se contrapone
a otras formas de manifestación del Poder Público, como la función legislativa o la jurisdiccional.

-Orgánica.- Desde esta perspectiva se considera a la Administración como el conjunto de órganos o
instituciones que llevan a cabo esa actividad que se estima administrativa.

Atendiendo a su sentido etimológico o vocablo Administrar  proviene del latín "ad ministrare” que significa
servir. El diccionario de Lengua Española, por su parte emplea el término administrar	como equivalente a
gobernar, regir, o cuidar, y el administrador es la persona que administra bienes ajenos.

En consecuencia, Administración, por su raíz etimológica recoge dos ideas fundamentales: las de gestión y
subordinación, pues la función administrativa supone una actividad gestora (esto es, de realización de fines
mediante el empleo de medios pertinentes), y una actividad subordinada, en cuanto que esos fines y esos
medios vienen predeterminados por consideraciones superiores de tipo político. A ello se añade la nota de
alteridad, ya que la acción administrativa se ejerce, normalmente, respecto de bienes o intereses que no son
propios sino, muy al contrario, ajenos: los de la comunidad.

La Administración Pública se presenta en nuestro ordenamiento jurídico totalmente organizada, como un
auténtico órgano del Estado, siendo los funcionarios simples agentes de dicha organización. La Administra-
ción Pública no es representante de la comunidad, como ocurre al Parlamento, sino una organización puesta
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TEMA	3.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO	EN	LA	CONSTITUCIÓN
ESPAÑOLA.	EL	SISTEMA	DE	DISTRIBUCIÓN	DE	COMPETENCIAS	ENTRE	EL	ESTADO
Y	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS:	COMPETENCIAS	EXCLUSIVAS,	COMPARTIDAS,
CONCURRENTES,	DE	DESARROLLO	Y	DE	EJECUCIÓN.	EL	ESTATUTO	DE	AUTONO‐
MÍA	DE	GALICIA:	TÍTULO	PRELIMINAR.	EL	PODER	GALLEGO:	EL	PARLAMENTO.

LA	XUNTA	Y	SU	PRESIDENTE.	LAS	COMPETENCIAS	DE	GALICIA.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución de 1978 reconoció y garantizó el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones
que integran la nación española y la solidaridad entre todas ellas. El desarrollo de las previsiones constitucio-
nales ha conducido a una profunda transformación de la organización territorial del Estado, mediante la
creación de las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, con el consiguiente
proceso de redistribución del poder político y administrativo entre las instancias centrales y las autonómicas.
El resultado de este proceso ha convertido a España en uno de los países más descentralizados de Europa.

Cada Comunidad Autónoma tiene su Estatuto de Autonomía, aprobado por ley orgánica, que es la norma
institucional básica de la Comunidad, reguladora de aspectos esenciales como la organización y el funciona-
miento de su Parlamento y de su Gobierno, las competencias que la Comunidad asume, su Administración,
las señas de identidad y los hechos diferenciales tales como la lengua o el derecho civil y las relaciones con
el Estado y con otras Comunidades Autónomas.

El reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas está basado en la distinción entre
las competencias exclusivas del Estado o de las Comunidades Autónomas, las competencias compartidas
entre el Estado y las Comunidades Autónomas y las competencias concurrentes, en las cuales tanto el Estado
como las Comunidades Autónomas pueden intervenir. Las competencias exclusivas comprenden la potestad
legislativa y la capacidad de ejecución, mientras que las competencias compartidas pueden implicar una
diferente distribución de la potestad legislativa y reglamentaria entre Estado y Comunidades Autónomas,
las cuales suelen disponer de la capacidad ejecutiva en estos casos. En caso de que se produzca un conflicto
de competencias, corresponde resolverlo al Tribunal Constitucional, como en otros Estados políticamente
descentralizados.

El sistema de gobierno de las Comunidades Autónomas es de naturaleza parlamentaria, siendo sus institucio-
nes básicas el Parlamento, el presidente de la Comunidad y el Gobierno autonómico.

Desde el punto de vista económico y financiero, las Comunidades Autónomas disponen de una gran autono-
mía de gestión, con capacidad para aprobar sus propios presupuestos anuales y para determinar sus recur-
sos propios mediante tributos, tasas y recargos. El sistema general de financiación de las Comunidades
Autónomas, que comprende además los tributos cedidos por el Estado y la participación en los tributos
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TEMA	4.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	DISPOSICIONES	GENERALES.	LOS	INTERESADOS
EN	EL	PROCEDIMIENTO.	LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:

NORMAS	GENERALES	DE	ACTUACIÓN.	TÉRMINOS	Y	PLAZOS.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.‐	CONTENIDO	Y	ESTRUCTURA

El	art.	 103	de	 la	Constitución	dispone	que	 “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras	más	de	veinte	años	de	vigencia	de	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas
y	del	Procedimiento	Administrativo	Común,	recientemente	el	poder	legislativo	ha	llevado	a	cabo	una	reforma
del	ordenamiento	jurídico	público	articulada	en	dos	ejes	fundamentales:	las	relaciones	«ad	extra»	(hacia
afuera)	y	«ad	intra»	(hacia	dentro)	de	las	Administraciones	Públicas.	Para	ello	se	han	impulsado	simultánea‐
mente	dos	nuevas	leyes	que	constituirán	los	pilares	sobre	los	que	se	asentará	en	adelante	el	Derecho	admi‐
nistrativo	español:	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	(Ley
39/2015),	y	la	Ley	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público	(Ley	40/2015).

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	constituye	el
primero	de	estos	dos	ejes,	al	establecer	una	regulación	completa	y	sistemática	de	las	relaciones	«ad	extra»
entre	las	Administraciones	y	los	administrados,	tanto	en	lo	referente	al	ejercicio	de	la	potestad	de	autotutela
y	en	cuya	virtud	se	dictan	actos	administrativos	que	inciden	directamente	en	la	esfera	jurídica	de	los	intere‐
sados,	como	en	lo	relativo	al	ejercicio	de	 la	potestad	reglamentaria	y	 la	 iniciativa	 legislativa.	Queda	así
reunido	en	cuerpo	legislativo	único	la	regulación	de	las	relaciones	«ad	extra»	de	las	Administraciones	con
los	ciudadanos	como	ley	administrativa	de	referencia	que	se	ha	de	complementar	con	todo	lo	previsto	en	la
normativa	presupuestaria	respecto	de	las	actuaciones	de	las	Administraciones	Públicas,	destacando	especial‐
mente	lo	previsto	en	la	Ley	Orgánica	2/2012,	de	Estabilidad	Presupuestaria	y	Sostenibilidad	Financiera;	la
Ley	47/2003,	General	Presupuestaria,	y	la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado.

La	Ley	se	estructura	en	siete	títulos,	con	el	siguiente	contenido:

•	TÍTULO	PRELIMINAR.‐	El	título	preliminar,	de	disposiciones	generales,	aborda	el	ámbito	objetivo	y
subjetivo	de	la	Ley.	Entre	sus	principales	novedades,	cabe	señalar,	la	inclusión	en	el	objeto	de	la	Ley,	con
carácter	básico,	de	 los	principios	que	 informan	el	 ejercicio	de	 la	 iniciativa	 legislativa	y	 la	potestad
reglamentaria	de	las	Administraciones.	Se	prevé	la	aplicación	de	lo	previsto	en	esta	Ley	a	todos	los
sujetos	comprendidos	en	el	concepto	de	Sector	Público,	si	bien	las	Corporaciones	de	Derecho	Público	se
regirán	por	su	normativa	específica	en	el	ejercicio	de	las	funciones	públicas	que	les	hayan	sido	atribuidas
y	supletoriamente	por	esta	Ley.
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TEMA	5.‐	EL	MUNICIPIO:	CONCEPTO	Y	ELEMENTOS.	TERRITORIO	Y	POBLACIÓN.
ALTERACIÓN	DE	TÉRMINOS	MUNICIPALES	EN	LA	LEGISLACIÓN	BÁSICA	Y	AUTO‐
NÓMICA.	LA	PROVINCIA.	COMPETENCIAS.	OTRAS	ENTIDADES	LOCALES.	MANCO‐
MUNIDADES,	COMARCAS	Y	OTRAS	AGRUPACIONES	DE	MUNICIPIOS.	LAS	ÁREAS

METROPOLITANAS.	LAS	ENTIDADES	DE	ÁMBITO	TERRITORIAL
INFERIOR	AL	MUNICIPAL.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

1.1.- INTRODUCCIÓN

Dentro de las instancias con autonomía política que componen el Estado, las Entidades Locales constituyen
el último escalón en los niveles de autogobierno que se reconocen en la organización territorial por debajo
de las CC.AA. 

La Constitución Española, en el diseño de la organización territorial del Estado que se dispone en SU Título
VIII, reconoce la autonomía de los municipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses, en
los mismos términos que a las Comunidades Autónomas (art. 137 CE), si bien el alcance de una y otra
difieren al concretarse a lo largo de los Capítulos II y III de dicho Título. 

Se reconoce así a las entidades públicas que cuenta con una mayor tradición histórica en nuestra organiza-
ción del poder público, ya que se remontan a los fueros municipales que comenzaron a otorgarse en la Alta
Edad Media. Su evolución a partir del régimen constitucional se ha caracterizado por la progresiva intensifi-
cación de la autonomía y del carácter democrático de sus instituciones que se inició con el reconocimiento
en la Constitución de 1812 de las Diputaciones y los Ayuntamientos como entidades territoriales a nivel local,
con algunas de las características que se han mantenido hasta la actualidad –en concreto, un cierto nivel de
autoadministración y una organización basada en una asamblea electiva presidida por un Jefe o Alcalde–,
pero sin una verdadera autonomía al encontrarse bajo la dependencia del Estado.

Su evolución a lo largo del siglo XIX osciló entre períodos de mayor o menor autonomía, así como de elección
o designación de sus titulares, que no contribuyeron a aportar estabilidad a estas instituciones que sufrieron,
además, un progresivo desgaste en sus recursos a favor del Estado al que, en última instancia, se encontraban
sometidos. 

Ya en el siglo XX comenzó un período de reforma al que contribuyó el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de
1924 –que pretendió democratizar la vida local, aumentar sus competencia y mejorar su Hacienda–, y que
culminó con el reconocimiento pleno de su autonomía y del carácter electivo de sus representantes por
sufragio popular bajo la Constitución Republicana de 1931.  Estos logros desaparecieron bajo la dictadura
franquista, que sometió a las Administraciones locales estableciendo la designación gubernativa de los
Alcaldes y Presidentes, así como la fiscalización y tutela de todos sus actos.
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TEMA	6.‐	LOS	RECURSOS	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.	LOS	TRIBUTOS	LOCALES,
TASAS,	PRECIOS	PÚBLICOS	Y	CONTRIBUCIONES	ESPECIALES.	LA	PARTICIPACIÓN
EN	LOS	TRIBUTOS	DEL	ESTADO	Y	DE	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS.	LAS	OPE‐
RACIONES	DE	CRÉDITO.	LA	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	DE	GESTIÓN	TRIBUTARIA.
LA	POTESTAD	REGLAMENTARIA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES	EN	MATERIA
TRIBUTARIA:	LAS	ORDENANZAS	FISCALES,	CONTENIDO,	TRAMITACIÓN.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.‐	CONCEPTOS	GENERALES	Y	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES

El	concepto	de	"Hacienda	de	las	Entidades	Locales"	se	corresponde	con	el	de	las	facultades	atribuidas	a	las
mismas	en	orden	al	establecimiento,	regulación,	gestión	y	recaudación	de	tributos,	así	como	a	la	posibilidad
de	obtención	de	otros	ingresos;	todo	ello	orientado	a	disponer	de	medios	económicos	con	los	que	hacer
frente	a	las	necesidades	públicas	locales.

Por	lo	tanto,	la	Hacienda	de	las	Entidades	Locales	presenta	dos	aspectos	distintos:	de	una	parte,	la	obtención
de	ingresos,	y,	de	otra,	la	aplicación	de	los	mismos	a	la	satisfacción	de	las	necesidades.

En	nuestro	Derecho	positivo,	el	término	"Haciendas	Locales"	hace	referencia,	esencialmente,	a	la	vertiente
de	los	ingresos;	es	decir,	a	la	disposición	de	recursos	suficientes	para	el	cumplimiento	de	los	fines	de	las
propias	Entidades	Locales.

El	art.	141	de	la	Constitución	garantiza	la	autonomía	de	los	municipios,	y	el	art.	142	recoge	el	principio	de
suficiencia	de	las	haciendas	locales,	al	establecer	que	las	mismas	deberán	disponer	de	los	medios	suficientes
para	el	desempeño	de	las	funciones	que	la	ley	les	atribuye.

El	principio	de	autonomía,	referido	al	ámbito	de	la	actividad	financiera	local,	se	traduce	en	la	capacidad	de
las	Entidades	 locales	para	gobernar	sus	respectivas	Haciendas.	Esta	capacidad	 implica	algo	más	que	 la
supresión	de	la	tutela	financiera	del	Estado	sobre	el	sector	local	involucrando	a	las	propias	Corporaciones
en	el	proceso	de	obtención	y	empleo	de	sus	recursos	financieros	y	permitiéndoles	incidir	en	la	determinación
del	volumen	de	los	mismos	y	en	la	libre	organización	de	su	gasto,	tal	y	como	ha	declarado	expresamente	el
Tribunal	Constitucional	en	su	labor	integradora	de	la	norma	fundamental.

Por	su	parte,	mediante	el	reconocimiento	de	la	suficiencia	financiera	se	ponen	a	disposición	de	las	Entidades
locales,	entre	otras,	dos	vías	fundamentales	e	independientes	de	financiación,	cuales	son	los	tributos	propios
y	la	participación	en	tributos	del	Estado,	que	por	primera	vez,	van	a	funcionar	integradamente	con	el	objetivo
de	proporcionar	el	volumen	de	recursos	económicos	que	garantice	la	efectividad	del	principio	de	suficiencia
financiera.
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TEMA	7.‐	LAS	FUENTES	DEL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO.	LA	CONSTITUCIÓN.
LA	LEY	Y	LAS	NORMAS	CON	RANGO	DE	LEY:	TIPOS,	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.

LOS	TRATADOS	INTERNACIONALES	Y	EL	DERECHO	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA.
EL	REGLAMENTO:	CONCEPTO	Y	CLASES.	LA	POTESTAD	REGLAMENTARIA

LOCAL:	ORDENANZAS,	REGLAMENTOS	Y	BANDOS.

1.‐	LAS	FUENTES	DEL	DERECHO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

En	la	Teoría	General	del	Derecho	el	concepto	de	“fuente	del	derecho”	es	fundamental,	y	en	este	sentido	la
doctrina	clásica	diferencia	entre:

‐FUENTES	 EN	 SENTIDO	MATERIAL,	 que	 son	 aquellas	 fuerzas	 sociales	 o	 instituciones	 con	 facultad
normativa	creadora:	las	Cortes,	las	Asambleas	Legislativas	de	las	Comunidades	Autónomas,	los	grupos
sociales	como	generadores	de	costumbres,	etc.

‐FUENTES	EN	SENTIDO	FORMAL,	que	son	las	formas	en	que	se	manifiesta	el	Derecho:	la	constitución,
la	ley,	el	reglamento,	la	costumbre,	etc.

Conforme	a	lo	dispuesto	en	el	art.	1	del	Código	Civil,	las	fuentes	del	ordenamiento	jurídico	español	son	la	Ley,
la	costumbre	y	los	principios	generales	del	derecho.	Dispone	asimismo	el	Código	Civil	sobre	las	fuentes	del
ordenamiento	jurídico	lo	siguiente:

•	Carecerán	de	validez	las	disposiciones	que	contradigan	otra	de	rango	superior.

•	La	costumbre	sólo	regirá	en	defecto	de	Ley	aplicable,	siempre	que	no	sea	contraria	a	la	moral	o	al	orden
público	y	que	resulte	probada.

•	Los	usos	jurídicos	que	no	sean	meramente	interpretativos	de	una	declaración	de	voluntad	tendrán	la
consideración	de	costumbre.

•	Los	principios	generales	del	derecho	se	aplicarán	en	defecto	de	Ley	o	costumbre,	sin	perjuicio	de	su
carácter	informador	del	ordenamiento	jurídico.

•	Las	normas	jurídicas	contenidas	en	los	tratados	internacionales	no	serán	de	aplicación	directa	en
España	en	tanto	no	hayan	pasado	a	formar	parte	del	ordenamiento	interno	mediante	su	publicación
íntegra	en	el	Boletín	Oficial	del	Estado.

•	La	jurisprudencia	complementará	el	ordenamiento	jurídico	con	la	doctrina	que,	de	modo	reiterado,
establezca	el	Tribunal	Supremo	al	interpretar	y	aplicar	la	Ley,	la	costumbre	y	los	principios	generales
del	derecho.
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TEMA	8.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS:	CONCEPTO,

ELEMENTOS,	CLASES.	PRODUCCIÓN	Y	CONTENIDO.	FORMA,	MOTIVACIÓN.
LA	EFICACIA	DE	LOS	ACTOS.	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	DE	ACTO	ADMINISTRATIVO

Puede	definirse	al	acto	administrativo	como	cualquier	declaración	de	voluntad,	de	deseo,	de	conocimiento
o	de	juicio	realizada	por	un	órgano	de	la	Administración	Pública	en	el	ejercicio	de	una	potestad	administrati‐
va.	Y	también,	de	una	forma	más	breve,	como	acto	jurídico	realizado	por	la	Administración	con	arreglo	al
Derecho	Administrativo.	O	como	toda	declaración	jurídica,	unilateral	y	ejecutiva,	en	virtud	de	la	cual	la
Administración	tiende	a	crear,	reconocer,	modificar	o	extinguir	situaciones	jurídicas	objetivas.

La	Ley	39/2015	no	da	un	concepto	de	acto	administrativo,	si	bien	el	art.	34	da	por	sentada	su	existencia
cuando	manifiesta	que	“Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo	que	“El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”.

Establecido	el	concepto,	se	pueden	señalar	las	siguientes	características	de	los	actos	administrativos:

1ª.‐	El	acto	administrativo	es	un	acto	jurídico:	consiste	en	una	declaración,	lo	que	excluye	las	actividades
materiales	de	la	Administración	(actividades	instrumentales	como	una	llamada	por	teléfono,	un	requeri‐
miento	de	documentación,	el	otorgamiento	de	un	plazo,	etc).

2ª.‐	La	declaración	puede	ser	de	voluntad,	de	juicio,	de	conocimiento	y	de	deseo:

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	se	pueden	citar	los	actos	consultivos,	los	informes,	los	actos
de	intervención	y	fiscalización	financiera,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	están	los	certificados,	las	anotaciones	o	registro	de	títulos,
los	levantamientos	de	actas,	etc.

‐Como	declaraciones	de	deseo,	las	propuestas	o	peticiones	de	un	órgano	a	otro.

3ª.‐	El	acto	administrativo	ha	de	proceder	de	una	Administración,	lo	que	implica	que	no	puedan	ser
considerados	actos	administrativos:

‐Los	actos	políticos	del	Gobierno.
‐Los	actos	jurídicos	del	interesado.
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TEMA	9.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	DISPOSICIONES	SOBRE	EL	PROCEDIMIENTO	AD‐
MINISTRATIVO	COMÚN:	GARANTÍAS	DEL	PROCEDIMIENTO.	INICIACIÓN.	ORDE‐

NACIÓN.	INSTRUCCIÓN.	FINALIZACIÓN.	EJECUCIÓN.	LA	TRAMITACIÓN	SIMPLIFICA‐
DA	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.	LA	REVISIÓN	DE	ACTOS	EN
VÍA	ADMINISTRATIVA:	REVISIÓN	DE	OFICIO.	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

La	regulación	del	procedimiento	administrativo	común	en	la	Ley	39/2015	comienza	con	las	garantías	del
procedimiento,	disponiendo	que	‐además	del	resto	de	derechos	previstos	en	esta	Ley‐	los	interesados	en	un
procedimiento	administrativo	tienen	los	siguientes	derechos:

a)	A	conocer,	en	cualquier	momento,	el	estado	de	la	tramitación	de	los	procedimientos	en	los	que	tengan
la	condición	de	interesados;	el	sentido	del	silencio	administrativo	que	corresponda,	en	caso	de	que	la
Administración	no	dicte	ni	notifique	resolución	expresa	en	plazo;	el	órgano	competente	para	su	instruc‐
ción,	en	su	caso,	y	resolución;	y	los	actos	de	trámite	dictados.	Asimismo,	también	tendrán	derecho	a
acceder	y	a	obtener	copia	de	los	documentos	contenidos	en	los	citados	procedimientos.

Quienes	 se	 relacionen	 con	 las	Administraciones	 Públicas	 a	 través	 de	medios	 electrónicos,	 tendrán
derecho	a	consultar	la	información	a	la	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	en	el	Punto	de	Acceso	General
electrónico	de	la	Administración	que	funcionará	como	un	portal	de	acceso.	Se	entenderá	cumplida	la
obligación	de	la	Administración	de	facilitar	copias	de	los	documentos	contenidos	en	los	procedimientos
mediante	la	puesta	a	disposición	de	las	mismas	en	el	Punto	de	Acceso	General	electrónico	de	la	Adminis‐
tración	competente	o	en	las	sedes	electrónicas	que	correspondan.

b)	A	identificar	a	las	autoridades	y	al	personal	al	servicio	de	las	Administraciones	Públicas	bajo	cuya
responsabilidad	se	tramiten	los	procedimientos.

c)	A	no	presentar	documentos	originales	salvo	que,	de	manera	excepcional,	la	normativa	reguladora
aplicable	establezca	lo	contrario.	En	caso	de	que,	excepcionalmente,	deban	presentar	un	documento
original,	tendrán	derecho	a	obtener	una	copia	autenticada	de	éste.

d)	A	no	presentar	datos	y	documentos	no	exigidos	por	las	normas	aplicables	al	procedimiento	de	que	se
trate,	que	ya	se	encuentren	en	poder	de	las	Administraciones	Públicas	o	que	hayan	sido	elaborados	por
éstas.

e)	A	formular	alegaciones,	utilizar	los	medios	de	defensa	admitidos	por	el	Ordenamiento	Jurídico,	y	a
aportar	documentos	en	cualquier	fase	del	procedimiento	anterior	al	trámite	de	audiencia,	que	deberán
ser	tenidos	en	cuenta	por	el	órgano	competente	al	redactar	la	propuesta	de	resolución.
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TEMA	10.‐	LEY	40/2015,	DEL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
LOS	ÓRGANOS	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	ÓRGANOS	ADMINISTRATI‐
VOS,	COMPETENCIAS,	ÓRGANOS	COLEGIADOS,	ABSTENCIÓN	Y	RECUSACIÓN.
LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.
EL	FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	LOS	CONVENIOS.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.‐	ESTRUCTURA

Mediante	Ley	40/2015,	de	1	de	octubre,	se	ha	regulado	el	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público,	cuya	entrada
en	vigor	se	produjo	‐como	la	Ley	39/2015‐	el	2	de	octubre	de	2016.	Su	estructura	es	la	siguiente:

Preámbulo

•	TÍTULO	PRELIMINAR.	Disposiciones	generales,	principios	de	actuación	y	funcionamiento	del	sector
público

CAPÍTULO	I.	Disposiciones	generales
CAPÍTULO	II.	De	los	órganos	de	las	Administraciones	Públicas

Sección	1.ª	De	los	órganos	administrativos
Sección	2.ª	Competencia
Sección	3.ª	Órganos	colegiados	de	las	distintas	administraciones	públicas

Subsección	1.ª	Funcionamiento
Subsección	2.ª	De	los	órganos	colegiados	en	la	Administración	General	del	Estado

Sección	4.ª	Abstención	y	recusación

CAPÍTULO	III.	Principios	de	la	potestad	sancionadora
CAPÍTULO	IV.	De	la	responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas

Sección	1.ª	Responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas
Sección	2.ª	Responsabilidad	de	las	autoridades	y	personal	al	servicio	de	las	Administraciones
Públicas

CAPÍTULO	V.	Funcionamiento	electrónico	del	sector	público
CAPÍTULO	VI.	De	los	convenios
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TEMA	11.‐	SINGULARIDADES	DE	LOS	PROCEDIMIENTOS	ADMINISTRATIVOS	DE
LAS	ENTIDADES	LOCALES.	IMPUGNACIÓN	DE	LOS	ACTOS	Y	ACUERDOS	LOCALES
Y	EJERCICIO	DE	ACCIONES.	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS	Y	JURISDICCIONALES
CONTRA	LOS	ACTOS	LOCALES.	CERTIFICACIONES,	COMUNICACIONES,	NOTIFICA‐
CIONES	Y	PUBLICACIÓN	DE	LOS	ACUERDOS.	EL	REGISTRO	DE	DOCUMENTOS.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	LOCAL

1.1.‐	REGULACIÓN	JURÍDICA

La	regulación	general	de	esta	materia	se	contiene	en	la	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento
Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas,	que	en	su	art.	2	(Ámbito	subjetivo	de	aplicación)
dispone	que	se	aplica	al	sector	público,	que	comprende:

a)	La	Administración	General	del	Estado.
b)	Las	Administraciones	de	las	Comunidades	Autónomas.
c)	Las	Entidades	que	integran	la	Administración	Local.
d)	El	sector	público	institucional.

El	Reglamento	de	Organización,	Funcionamiento	y	Régimen	Jurídico	de	las	Entidades	Locales	(Real	Decreto
2568/1986)	contiene	varios	preceptos	sobre	la	regulación	general	del	procedimiento	administrativo	local,
que	se	exponen	a	continuación.

NORMAS	GENERALES.‐	El	procedimiento	administrativo	de	las	Entidades	Locales	se	rige:

Primero.‐	Por	lo	dispuesto	en	la	propia	Ley	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local,	y	en	la	legislación
estatal	sobre	procedimiento	administrativo	común,	que	se	concreta	en	la	mencionada	Ley	39/2015,	de
1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas.

Segundo.‐	Por	la	legislación	sobre	procedimiento	administrativo	de	las	Entidades	Locales	que	dicten	las
Comunidades	Autónomas	respectivas.

Tercero.‐	En	defecto	de	lo	anterior	y	de	acuerdo	con	el	artículo	149.3	de	la	Constitución	Española,	por
la	legislación	estatal	sobre	procedimiento	administrativo	de	las	Entidades	Locales,	que	no	tenga	carácter
básico	o	común.

Cuarto.‐	Por	los	Reglamentos	sobre	procedimiento	administrativo	que	aprueben	las	Entidades	Locales,
en	atención	a	la	organización	peculiar	que	hayan	adoptado.

PRINCIPIOS	DE	ACTUACIÓN.‐	La	tramitación	administrativa	deberá	desarrollarse	por	procedimientos	de
economía,	eficacia	y	coordinación	que	estimulen	el	diligente	funcionamiento	de	la	organización	de	las
Entidades	Locales.
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TEMA	12.‐	EL	PATRIMONIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LOS	BIENES
DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.	NORMATIVA	APLICABLE.	CLASES.	BIENES	DE	DOMI‐
NIO	PÚBLICO.	BIENES	PATRIMONIALES.	INVENTARIO	DE	BIENES.	UTILIZACIÓN

DE	BIENES	DE	DOMINIO	PÚBLICO:	RÉGIMEN	GENERAL	DE
LAS	AUTORIZACIONES	Y	CONCESIONES	DEMANIALES.

1.‐	EL	PATRIMONIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Concepto	y	clases	de	propiedades	administrativas.‐	Para	poder	cumplir	sus	funciones	y	defender	los	intere‐
ses	generales	es	indudable	que	la	Administración	pública	ha	de	disponer	de	medios	materiales	o	bienes
para	realizar	sus	competencias,	aunque	no	todos	ellos	se	hallan	sujetos	a	un	mismo	régimen	jurídico.

Bajo	la	denominación	de	“propiedades	administrativas”	se	suelen	englobar	dos	tipos	o	categorías	funda‐
mentales	de	bienes,	que	están	sometidos	a	una	regulación	diferente	y	sobre	los	que	la	Administración
posee	también	facultades	distintas:

‐Bienes	que	el	Estado	posee	en	un	régimen	análogo	al	de	los	particulares,	sobre	los	que	ejerce	un
dominio	similar	al	de	éstos,	estando	sometidos,	en	general,	al	 régimen	 jurídico‐privado.	Son	 los
denominados	bienes	patrimoniales.

‐Bienes	que	más	directamente	están	vinculados	a	la	satisfacción	de	las	necesidades	públicas,	esto	es,
al	uso	público	o	al	cumplimiento	se	servicios	o	utilidades	públicas,	estando,	por	ello,	sometidos	a	un
régimen	jurídico	especial,	diferente	del	privado.	Son	los	denominados	bienes	de	dominio	público	o
bienes	demaniales,	en	terminología	utilizada	por	la	doctrina	italiana.

Ambas	categorías	tienen	como	rasgo	común	que	su	titularidad	corresponde	a	la	Administración	pública,
pero	mientras	que	el	Patrimonio	o	bienes	patrimoniales	se	considera	suficientemente	protegidos	con
el	régimen	jurídico	establecido	por	el	derecho	privado,	 los	bienes	demaniales,	en	 los	que	el	 interés
público	es	mucho	más	patente,	necesitan	un	régimen	especial	de	utilización	y	protección	exorbitante	del
Derecho	civil.	Por	consiguiente,	Dominio	y	Patrimonio	son	propiedades	administrativas,	en	cuanto	que
su	titularidad	es	administrativa,	pero	con	régimen	distinto.

La	propia	Constitución	instituye	el	régimen	jurídico	de	los	bienes	públicos	en	su	ar.	132:

1.	La	ley	regulará	el	régimen	jurídico	de	los	bienes	de	dominio	público	y	de	los	comunales,	inspirándose
en	los	principios	de	inalienabilidad,	imprescriptibilidad	e	inembargabilidad,	así	como	su	desafectación.

2.	 Son	 bienes	 de	 dominio	 público	 estatal	 los	 que	 determine	 la	 ley	 y,	 en	 todo	 caso,	 la	 zona
marítimo‐terrestre,	las	playas,	el	mar	territorial	y	los	recursos	naturales	de	la	zona	económica	y	la
plataforma	continental.
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TEMA	13.‐	ACTIVIDAD	SUBVENCIONAL	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:
NORMATIVA	AUTONÓMICA	Y	ESTATAL.	DISPOSICIONES	COMUNES	A

LAS	SUBVENCIONES.	CONCESIONES,	ÓRGANOS	COMPETENTES,
BENEFICIARIOS	Y	PROCEDIMIENTOS	DE	CONCESIÓN.

INTRODUCCIÓN

Genéricamente	una	subvención	es	una	ayuda	económica	que	se	da	a	una	persona	o	institución	para	que
realice	una	actividad	considerada	de	interés	general.

Suele	hablarse	de	subvención	de	modo	genérico	englobando	en	dicho	concepto	todas	las	medidas	de	fomento
de	la	administración,	pero	desde	un	punto	de	vista	estricto	la	figura	de	la	subvención	no	es	más	que	una	de
las	diversas	medidas	de	fomento	de	naturaleza	económica,	con	un	régimen	específico	que	la	diferencia	de
otro	tipo	de	ayudas	públicas.	Por	ello	en	términos	estrictos	hay	que	diferenciar	entre	los	conceptos	legales
de	ayudas	y	subvención	teniendo	en	cuenta	además	que	las	ayudas	públicas	presentan	diversas	modalidades.

La	definición	legal	y	la	regulación	jurídica	actual	está	contenida	a	nivel	general	en	la	Ley	38/2003,	de	17	de
noviembre,	General	de	Subvenciones,	con	contenidos	aplicables	a	todas	las	AA.PP.	teniendo	en	cuenta	que
constituye	legislación	básica	la	definición	del	ámbito	de	aplicación	de	la	ley,	las	disposiciones	comunes	que
definen	los	elementos	subjetivos	y	objetivos	de	la	relación	jurídica	subvencional,	el	régimen	de	coordinación
de	la	actuación	de	las	diferentes	Administraciones	públicas,	determinadas	normas	de	gestión	y	justificación
de	las	subvenciones,	la	invalidez	de	la	resolución	de	concesión,	las	causas	y	obligados	al	reintegro	de	las
subvenciones,	el	régimen	material	de	infracciones	y	las	reglas	básicas	reguladoras	de	las	sanciones	adminis‐
trativas	en	el	orden	subvencional.

En	el	ámbito	autonómico	la	Ley	38/2003	está	desarrollada	por	la	Ley	9/2007,	de	13	de	junio,	de	Subvencio‐
nes	de	Galicia,	cuyo	objeto	es	el	establecimiento	de	una	regulación	congruente	con	las	peculiaridades	de	la
organización	autonómica	y	sus	mecanismos	de	financiación,	impulsora	de	la	gestión	eficaz	y	eficiente	de	sus
recursos,	pero	que,	al	tiempo,	profundice	en	la	salvaguarda	del	interés	público.

1.‐	REGULACIÓN	GENERAL	DE	LAS	SUBVENCIONES

La	Ley	38/2003,	de	17	de	noviembre,	General	de	Subvenciones,	tiene	por	objeto	la	regulación	del	régimen
jurídico	general	de	las	subvenciones	otorgadas	por	las	Administraciones	públicas,	y	presenta	la	siguiente
estructura:

Preámbulo

•	TÍTULO	PRELIMINAR.	Disposiciones	generales

CAPÍTULO	I.	Del	ámbito	de	aplicación	de	la	ley
CAPÍTULO	II.	Disposiciones	comunes	a	las	subvenciones	públicas
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TEMA	14.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLI‐
CACIÓN	DE	LA	LEY	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	TIPOS	DE	CONTRATOS
DEL	SECTOR	PÚBLICO.	CONTRATOS	SUJETOS	LA	REGULACIÓN	ARMONIZADA.	CON‐
TRATOS	ADMINISTRATIVOS	Y	CONTRATOS	PERSONALES.	LAS	PARTES	EN	LOS
CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	ÓRGANOS	DE	CONTRATACIÓN.	CAPACIDAD

Y	SOLVENCIA	DEL	EMPRESARIO.	COMPETENCIA	Y	NORMAS	ESPECÍFICAS
DE	CONTRATACIÓN	PÚBLICA	EN	LAS	ENTIDADES	LOCALES.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	CONCEPTO	Y	CLASES

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.
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TEMA	15.‐	OBJETO,	PRESUPUESTO	BASE	DE	LICITACIÓN,	VALOR	ESTIMADO,	PRE‐
CIO	DEL	CONTRATO	Y	SU	REVISIÓN.	GARANTÍAS	EXIGIBLES	EN	LA	CONTRATACIÓN
DEL	SECTOR	PÚBLICO.	PREPARACIÓN	DE	LOS	CONTRATOS	DE	LAS	ADMINISTRA‐
CIONES	PÚBLICAS:	EXPEDIENTE	DE	CONTRATACIÓN,	PLIEGO	DE	CLÁUSULAS

ADMINISTRATIVAS	Y	DE	PRESCRIPCIONES	TÉCNICAS.	ADJUDICACIÓN
DE	LOS	CONTRATOS	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.

1.‐	OBJETO,	PRESUPUESTO	BASE	DE	LICITACIÓN,	VALOR	ESTIMADO	Y	PRECIO	DEL	CONTRATO

1.1.- CAUSA Y OBJETO DE LOS CONTRATOS

Causa.- En relación con la causa, y como en la contratación civil entre particulares, no son válidos los contra-
tos administrativos sin causa, o con una causa falsa o ilícita.

Los órganos de contratación del sector público han de determinar con precisión las necesidades que
pretendan cubrir con la celebración de un contrato, dejando constancia de ello en la documentación
preparatoria antes de iniciar el procedimiento de adjudicación. Estas necesidades a satisfacer se definen
y determinan por la Administración, decidiendo los interesados si les conviene presentar sus ofertas.

En la licitación de un tramo de autovía la causa será la necesidad pública de dotar a los ciudadanos de
unas infraestructuras más rápidas y seguras para la circulación de vehículos. Y en la licitación del
mobiliario para un colegio la causa será dotar a un edificio educativo público de todos aquellos elemen-
tos físicos que permitan su uso diario tanto por docentes como por alumnos.

Objeto del contrato.- El objeto de los contratos de las Administraciones Públicas será cada una de las presta-
ciones que se determinan en ellos. Es una de las menciones que debe incluirse en su contenido, o en sus
pliegos.

En la licitación de un tramo de autovía el objeto será la construcción de una vía para vehículos de un
ancho determinado, con dos carriles por cada sentido de la marcha y sus correspondientes andenes, de
un determinado número de kilómetros, con los puentes, acueductos e incluso túneles que sean necesa-
rios. Y en la licitación del mobiliario para un colegio público el objeto será la adquisición de mesas, sillas,
armarios, equipamiento de cocina, comedor y almacén, etc.

El objeto de los contratos del sector público deberá ser determinado. El mismo se podrá definir en
atención a las necesidades o funcionalidades concretas que se pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto
del contrato a una solución única. En especial, se definirán de este modo en aquellos contratos en los que
se estime que pueden incorporarse innovaciones tecnológicas, sociales o ambientales que mejoren la
eficiencia y sostenibilidad de los bienes, obras o servicios que se contraten.

No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía del mismo y eludir así los
requisitos de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que correspondan.
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TEMA	16.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL.	RÉGIMEN	COMÚN:	ÓRGANOS
NECESARIOS:	ALCALDE,	TENIENTES	DE	ALCALDE,	PLENO	Y	JUNTA	DE	GOBIERNO
LOCAL.	ÓRGANOS	COMPLEMENTARIOS.	LAS	COMPETENCIAS	MUNICIPALES.

RÉGIMEN	DE	ORGANIZACIÓN	DE	LOS	MUNICIPIOS	DE	GRAN	POBLACIÓN:	ÁMBITO
DE	APLICACIÓN.	ORGANIZACIÓN	Y	FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	ÓRGANOS

MUNICIPALES	NECESARIOS.	GESTIÓN	ECONÓMICO‐FINANCIERA.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL

1.1.‐	PRINCIPIOS	GENERALES

El	Gobierno	 y	 la	 administración	municipal,	 salvo	 en	 aquellos	municipios	 que	 legalmente	 funcionen	 en
régimen	de	Concejo	Abierto,	corresponde	al	ayuntamiento,	integrado	por	el	Alcalde	y	los	Concejales.

Los	Concejales	son	elegidos	mediante	sufragio	universal,	igual,	libre,	directo	y	secreto,	y	el	Alcalde	es	elegido
por	los	Concejales	o	por	los	vecinos;	todo	ello	en	los	términos	que	establezca	la	legislación	electoral	general.

El	régimen	de	organización	de	los	municipios	de	gran	población	se	ajustará	a	lo	dispuesto	en	el	Título	X
LBRL.	En	lo	no	previsto	por	dicho	Título,	será	de	aplicación	el	régimen	común	regulado	en	los	apartados
siguientes.

1.2.‐	REGLAS	DE	LA	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL

La	organización	municipal	responde	a	las	siguientes	reglas:

a)	El	Alcalde,	los	Tenientes	de	Alcalde	y	el	Pleno	existen	en	todos	los	ayuntamientos.

b)	La	Junta	de	Gobierno	Local	existe	en	todos	los	municipios	con	población	superior	a	5.000	habitantes
y	en	los	de	menos,	cuando	así	lo	disponga	su	reglamento	orgánico	o	así	lo	acuerde	el	Pleno	de	su	ayunta‐
miento.

c)	En	los	municipios	de	más	de	5.000	habitantes,	y	en	los	de	menos	en	que	así	lo	disponga	su	reglamento
orgánico	o	lo	acuerde	el	Pleno,	existirán,	si	su	legislación	autonómica	no	prevé	en	este	ámbito	otra	forma
organizativa,	órganos	que	tengan	por	objeto	el	estudio,	informe	o	consulta	de	los	asuntos	que	han	de	ser
sometidos	a	la	decisión	del	Pleno,	así	como	el	seguimiento	de	la	gestión	del	Alcalde,	la	Junta	de	Gobierno
Local	 y	 los	 concejales	que	ostenten	delegaciones,	 sin	perjuicio	de	 las	 competencias	de	 control	que
corresponden	al	Pleno.	Todos	 los	grupos	políticos	 integrantes	de	 la	corporación	tendrán	derecho	a
participar	 en	dichos	 órganos,	mediante	 la	 presencia	 de	 concejales	 pertenecientes	 a	 los	mismos	 en
proporción	al	número	de	Concejales	que	tengan	en	el	Pleno.



www.temariosenpdf.es Tema 17 - Pág. 1

TEMA	17.‐	EL	SISTEMA	ELECTORAL	LOCAL.	CAUSAS	DE	INELEGIBILIDAD	E	INCOM‐
PATIBILIDAD.	ELECCIÓN	DE	LOS	CONCEJAL	Y	ALCALDES.	CONSTITUCIÓN,	VIGEN‐
CIA	Y	FINALIZACIÓN	DEL	MANDATO	CORPORATIVO.	LA	CENSURA	Y	LA	CUESTIÓN
DE	CONFIANZA	EN	EL	ÁMBITO	LOCAL.	EL	RECURSO	CONTENCIOSO‐ELECTORAL.

1.‐	LA	REPRESENTACIÓN	POLÍTICA

1.1.- ANTECEDENTES

La justificación de la democracia representativa se ha realizado históricamente mediante principios comu-
nes. Así la expresaba Montesquieu: «Puesto	que	en	un	Estado	libre	todo	hombre,	considerado	como	poseedor
de	un	alma	libre,	debe	gobernarse	por	sí	mismo,	sería	preciso	que	el	pueblo	en	cuerpo	desempeñara	el	poder
legislativo.	Pero	como	esto	es	imposible	en	los	grandes	Estados,	y	como	está	sujeto	a	mil	inconvenientes	en	los
pequeños,	el	pueblo	deberá	realizar	por	medio	de	sus	representantes	lo	que	no	puede	hacer	por	sí	mismo».	Un
siglo después lo hacía así John Stuart Mill:	«Según	las	consideraciones	antedichas,	es	evidente	que	el	único
gobierno	que	satisface	por	completo	todas	las	exigencias	del	estado	social	es	aquel	en	el	cual	tiene	participación
el	pueblo	entero...	Pero	puesto	que	en	toda	comunidad	que	exceda	los	límites	de	una	pequeña	población	nadie
puede	participar	personalmente	sino	de	una	porción	muy	pequeña	de	los	asuntos	públicos,	el	tipo	ideal	de	un
gobierno	perfecto	es	el	gobierno	representativo».	Y por último, en el siglo XX, Hans Kelsen lo afirmaba así:
«Cuanto	más	grande	es	la	colectividad	política,	tanto	menos	capaz	se	muestra	el	“pueblo”,	como	tal,	de	desenvol‐
ver	la	actividad	creadora	de	la	formación	directa	de	la	voluntad	política,	y	tanto	más	obligado	se	ve	‐aunque
sólo	fuese	por	razones	técnicosociales‐	a	limitarse	a	crear	y	controlar	el	verdadero	mecanismo	que	forma	la
voluntad	política».

Estas tres posiciones comparten una cláusula común: la imposibilidad material de participación de todos en
la elaboración de las normas generales debida al tamaño físico de la colectividad.

1.2.- CONCEPTO Y SIGNIFICADO

Las democracias occidentales basan el funcionamiento de sus órganos de poder en la representación política,
o delegación decidida a través de las elecciones periódicas por el cuerpo electoral en un conjunto de indivi-
duos que se encargan de tomar las decisiones en el seno de órganos establecidos al efecto: en el caso español,
las Cortes Generales o las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.

Para algunos constitucionalistas, la idea de representación no se corresponde enteramente con la filosofía
democrática ya que la representación supone una importante rectificación del sistema democráctico, pues
entre el representante y el representado suele existir una inevitable dualidad de voluntades.

La representación política tuvo una primera manifestación en los mandatos imperativos, construido sobre
la figura del mandato de derecho privado, donde el representado ordena al representante un comportamien-
to político conforme a unas instrucciones que le entrega, reservándose el poder de revocarlo en cualquier
momento.
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TEMA	18.‐	RÉGIMEN	DE	SESIONES	DE	LOS	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO	LOCAL:	CELE‐
BRACIÓN	DE	SESIONES,	DEBATES	Y	VOTACIONES.	CONTROL	Y	FISCALIZACIÓN	DEL
PLENO.	LAS	ACTAS.	RÉGIMEN	DE	DELEGACIONES.	ESTATUTO	DE	LOS	MIEMBROS
DE	LAS	CORPORACIONES	LOCALES:	ADQUISICIÓN,	SUSPENSIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA

CONDICIÓN	DE	MIEMBRO	DE	LA	CORPORACIÓN.	REGISTRO	DE	INTERESES.

1.‐	FUNCIONAMIENTO	DEL	PLENO	DE	LA	CORPORACIÓN

La materia de este tema está regulada por el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen
Jurídico de las Entidades Locales (Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre), dictado en cumplimiento
de lo dispuesto en la disposición final primera de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local. Dicha disposición estableció que el Gobierno de la nación deberá actualizar y acomodar a lo
dispuesto en la misma, entre otros, el Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de
las Corporaciones locales aprobado por Decreto de 17 de mayo de 1952, con las modificaciones de que haya
sido objeto en disposiciones posteriores.

1.1.- RÉGIMEN DE SESIONES

• CLASES DE SESIONES

1. Las sesiones del Pleno pueden ser de tres tipos:

a) Ordinarias
b) Extraordinarias
c) Extraordinarias de carácter urgente

• SESIONES ORDINARIAS

Son sesiones ordinarias aquellas cuya periodicidad esta preestablecida. Dicha periodicidad será fijada por
acuerdo del propio Pleno adoptado en sesión extraordinaria, que habrá de convocar el Alcalde o Presidente
dentro de los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva de la Corporación y no podrá exceder del
límite trimestral.

• SESIONES EXTRAORDINARIAS

Son sesiones extraordinarias aquellas que convoque el Alcalde o Presidente con tal carácter, por iniciativa
propia o a solicitud de la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación. Tal
solicitud habrá de hacerse por escrito en el que se razone el asunto o asuntos que la motiven, firmado
personalmente por todos los que la suscriben.

La relación de asuntos incluidos en el escrito no enerva la facultad del Alcalde o Presidente para determinar
los puntos del Orden del día, si bien la exclusión de éste de alguno de los asuntos propuestos deberá ser
motivada.
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TEMA	19.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.
CLASES	DE	PERSONAL.	ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO.

SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS.	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.

1.‐	EL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución Española de 1978 establece  en su artículo 103.3 una reserva de ley para regular:

-El estatuto de los funcionarios públicos que ha de contener sus derechos y deberes,

-El acceso a la Función Pública, cuyos sistemas han de responder a los principios de mérito y capacidad,

-Las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los funcionarios públicos,

-Sus sistemas de incompatibilidades y las demás garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus
funciones.

Esto significa que todas estas materias han de ser reguladas por norma con rango formal de Ley, sin que
puedan ser reguladas por una norma reglamentaria. Asimismo, el artículo 149.1.18 de la Constitución
establece como competencia exclusiva del Estado la de determinar las bases del régimen jurídico de las
AA.PP. y del régimen estatutario de sus funcionarios, que en todo caso garantizarán a los administrados un
tratamiento común ante ellas. Como consecuencia de lo establecido en este artículo se dictó lal Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, que ha estado vigente en su mayor parte
hasta el Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, que contuvo la
normativa común al conjunto de los funcionarios de todas las Administraciones Públicas, más las normas
legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio, dando verdadero cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 103.3 de la Constitución .

Como consecuencia de las diferentes modificaciones posteriores introducidas en el texto original de la citada
Ley, se ha aprobado un texto refundido que unifica e integra en un único texto legal las citadas modificacio-
nes, derogando -entre otras- a la propia Ley 7/2007, de 12 de abril, norma que ha sido el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público (en adelante TREBEP).

El TREBEP establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público,
empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial de cual-
quier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la
Administración.
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TEMA	20.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.
DERECHOS	Y	DEBERES	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS:	CÓDIGO	DE	CONDUCTA.

JORNADA	DE	TRABAJO,	PERMISOS,	LICENCIAS	Y	VACACIONES.
DERECHOS	ECONÓMICOS	Y	PROTECCIÓN	SOCIAL.	INCOMPATIBILIDADES.

1.‐	DERECHOS	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS

1.1.- DERECHOS INDIVIDUALES Y COLECTIVOS

Derechos individuales.- Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en
correspondencia con la naturaleza jurídica de su relación de servicio:

a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evalua-
ción.

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a
ser informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.

f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos
públicos.

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesio-
nales, preferentemente en horario laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente
frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.

i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación
sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia
personal o social.

j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
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TEMA	21.‐	EL	PRESUPUESTO	GENERAL	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	CONCEPTO	Y
CONTENIDO,	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.	ESPECIAL	REFERENCIA	A	LAS	BASES
DE	EJECUCIÓN	DEL	PRESUPUESTO.	LA	PRÓRROGA	DEL	PRESUPUESTO.	LA	ESTRUC‐
TURA	PRESUPUESTARIA.	EL	CRÉDITO	PRESUPUESTARIO.	MODIFICACIONES	DE

CRÉDITOS:	CLASES	Y	TRAMITACIÓN.	LA	LIQUIDACIÓN	DEL
PRESUPUESTO:	CONTENIDO	Y	TRAMITACIÓN.

1.‐	INTRODUCCIÓN

En	el	lenguaje	cotidiano,	un	presupuesto	es	el	cómputo	anticipado	del	coste	de	una	obra	o	inversión,	o	de	los
gastos	e	ingresos	de	una	institución	pública	o	privada.

En	el	ámbito	administrativo,	el	presupuesto	constituye	la	expresión	cifrada,	conjunta	y	sistemática	de	los
derechos	y	obligaciones	a	liquidar	durante	el	ejercicio	por	cada	uno	de	los	órganos	y	entidades	que	forman
parte	de	un	sector	público	determinado:	Estado,	Comunidad	Autónoma,	Corporación	Local,	Ente	Público,
Universidad	Pública...

El	presupuesto	público	persigue	reflejar	los	gastos	y	los	ingresos	previstos	para	un	ámbito	determinado	del
Sector	Público	en	un	período	de	tiempo	determinado.	Esto	significa	que	mide,	habitualmente	para	el	interva‐
lo	de	un	año,	los	créditos	que	como	máximo	se	destinarán	a	las	distintas	partidas	de	gastos,	así	como	las
previsiones	de	recaudación	y	 la	estimación	de	 los	 fondos	provenientes	de	otras	 fuentes	de	 ingresos.	El
presupuesto	público	constituye,	asimismo,	un	documento	político	que	recoge	la	declaración	de	intenciones
de	un	gobierno	cuantificada	monetariamente	para	un	ejercicio	anual.	El	presupuesto	público,	por	tanto,
sintetiza	desde	la	perspectiva	económica	y	financiera	el	plan	de	actuación	que	presidirá	la	gestión	pública
y,	en	este	sentido,	deberá	responder	a	las	siguientes	cuestiones:

•	Qué	hacer:	qué	políticas	se	van	a	llevar	a	cabo.

•	Quién	puede	gastar	y	hasta	qué	límite:	clasificación	orgánica	del	gasto.

•	Para	qué	se	hará	el	gasto:	clasificación	funcional	y	por	programas	del	presupuesto.

•	Cómo	se	hará	el	gasto:	clasificación	económica	del	gasto	público.

•	Cómo	se	va	a	recaudar	y	conseguir	los	ingresos	necesarios:	clasificación	económica	de	los	ingresos
necesarios.

Las	características	fundamentales,	por	tanto,	de	la	institución	presupuestaria	son	las	siguientes:

‐El	carácter	jurídico	del	documento	presupuestario:	el	presupuesto	es	una	previsión	normativa	que	ha
de	ser	aprobada	por	el	Parlamento	(u	órgano	competente	en	otra	Administración	Pública)	y	es	obligato‐
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TEMA	22.‐	EL	IMPUESTO	SOBRE	BIENES	INMUEBLES.	EL	IMPUESTO	SOBRE	ACTIVI‐
DADES	ECONÓMICA.	EL	IMPUESTO	SOBRE	VEHÍCULOS	DE	TRACCIÓN	MECÁNICA.
EL	IMPUESTO	SOBRE	CONSTRUCCIONES,	INSTALACIONES	Y	OBRAS.	EL	IMPUESTO
SOBRE	EL	INCREMENTO	DE	VALOR	DE	LOS	TERRENOS	DE	NATURALEZA	URBANA.

1.‐	EL	IMPUESTO	SOBRE	BIENES	INMUEBLES

Introducción.- El impuesto sobre bienes inmuebles, también conocido como IBI o Contribución, es un grava-
men anual municipal obligatorio que tasa el valor de los bienes inmuebles tales como viviendas, locales
o terrenos. Este tributo se abona a los Ayuntamientos correspondientes que lo gestionan, a partir de la
información que contiene el padrón catastral u otros documentos elaborados por la Dirección General
del Catastro en la que es obligatorio inscribirse de manera gratuita. Esta administración es, además, la
encargada de mantener actualizada la información de los inmuebles y cualquier alteración, que deberá
incorporarse al padrón a través el catastro. Por ejemplo, un cambio de titular, modificación de cotitula-
res, segregación de suelos o altas de nuevas construcciones.

Naturaleza.- El Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo directo de carácter real que grava el valor de
los bienes inmuebles en los términos establecidos en la LRHL.

Hecho imponible y supuestos de no sujeción.- Constituye el hecho imponible del impuesto la titularidad de
los siguientes derechos sobre los bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de caracte-
rísticas especiales:

a) De una concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios públicos a que
se hallen afectos.

b) De un derecho real de superficie.

c) De un derecho real de usufructo.

d) Del derecho de propiedad.

La realización del hecho imponible que corresponda de entre los definidos en el apartado anterior por
el orden en él establecido determinará la no sujeción del inmueble urbano o rústico a las restantes
modalidades en el mismo previstas. En los inmuebles de características especiales se aplicará esta misma
prelación, salvo cuando los derechos de concesión que puedan recaer sobre el inmueble no agoten su
extensión superficial, supuesto en el que también se realizará el hecho imponible por el derecho de
propiedad sobre la parte del inmueble no afectada por una concesión.

A los efectos de este impuesto, tendrán la consideración de bienes inmuebles rústicos, de bienes inmue-
bles urbanos y de bienes inmuebles de características especiales los definidos como tales en las normas
reguladoras del Catastro Inmobiliario.
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TEMA	23.‐	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN
PÚBLICA	Y	BUENO	GOBIERNO.	TRANSPARENCIA	DE	LA	ACTIVIDAD	PÚBLICA.

LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES	Y	GARANTÍA	DE
LOS	DERECHOS	DIGITALES:	DISPOSICIONES	GENERALES.	PRINCIPIOS	DE	LA
PROTECCIÓN	DE	DATOS.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.	RESPONSABLE

Y	ENCARGADO	DEL	TRATAMIENTO	DE	DATOS.

1.‐	LA	LEY	DE	TRANSPARENCIA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	 transparencia,	el	acceso	a	 la	 información	pública	y	 las	normas	de	buen	gobierno	deben	ser	 los	ejes
fundamentales	de	 toda	acción	política.	Sólo	cuando	 la	acción	de	 los	responsables	públicos	se	somete	a
escrutinio,	cuando	los	ciudadanos	pueden	conocer	cómo	se	toman	las	decisiones	que	les	afectan,	cómo	se
manejan	los	fondos	públicos	o	bajo	qué	criterios	actúan	nuestras	instituciones	podremos	hablar	del	inicio
de	un	proceso	en	el	que	los	poderes	públicos	comienzan	a	responder	a	una	sociedad	que	es	crítica,	exigente
y	que	demanda	participación	de	los	poderes	públicos.

Los	países	con	mayores	niveles	en	materia	de	transparencia	y	normas	de	buen	gobierno	cuentan	con	institu‐
ciones	más	 fuertes,	que	 favorecen	el	 crecimiento	económico	y	el	desarrollo	 social.	En	estos	países,	 los
ciudadanos	pueden	juzgar	mejor	y	con	más	criterio	la	capacidad	de	sus	responsables	públicos	y	decidir	en
consecuencia.	Permitiendo	una	mejor	 fiscalización	de	 la	 actividad	pública	 se	 contribuye	a	 la	necesaria
regeneración	democrática,	 se	promueve	 la	eficiencia	y	eficacia	del	Estado	y	 se	 favorece	el	 crecimiento
económico.

La	Ley	19/2013,	de	9	de	diciembre,	de	transparencia,	acceso	a	la	información	pública	y	buen	gobierno,	tiene
un	triple	alcance:	incrementa	y	refuerza	la	transparencia	en	la	actividad	pública	–que	se	articula	a	través	de
obligaciones	de	publicidad	activa	para	todas	las	Administraciones	y	entidades	públicas–,	reconoce	y	garanti‐
za	el	acceso	a	la	información	–regulado	como	un	derecho	de	amplio	ámbito	subjetivo	y	objetivo–	y	establece
las	obligaciones	de	buen	gobierno	que	deben	cumplir	los	responsables	públicos	así	como	las	consecuencias
jurídicas	derivadas	de	su	incumplimiento,	lo	que	se	convierte	en	una	exigencia	de	responsabilidad	para	todos
los	que	desarrollan	actividades	de	relevancia	pública.	En	estas	tres	vertientes,	la	Ley	supone	un	importante
avance	en	la	materia	y	establece	unos	estándares	homologables	al	del	resto	de	democracias	consolidadas.
En	definitiva,	constituye	un	paso	 fundamental	y	necesario	que	se	verá	acompañado	en	el	 futuro	con	el
impulso	y	adhesión	por	parte	del	Estado	tanto	a	iniciativas	multilaterales	en	este	ámbito	como	con	la	firma
de	los	instrumentos	internacionales	ya	existentes	en	esta	materia.

1.2.‐	ESTRUCTURA	DE	LA	LEY

La	Ley	19/2013,	de	9	de	diciembre,	de	transparencia,	acceso	a	 la	 información	pública	y	buen	gobierno
presenta	la	siguiente	estructura:
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TEMA	24.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y
HOMBRES:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	LA	LEY.	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTE‐
LA	CONTRA	LA	DISCRIMINACIÓN.	POLÍTICAS	PÚBLICAS	PARA	LA	IGUALDAD.	TEX‐
TO	REFUNDIDO	DE	LAS	DISPOSICIONES	LEGALES	DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA

DE	GALICIA	EN	MATERIA	DE	IGUALDAD:	LAS	CONDICIONES	DE	EMPLEO
EN	IGUALDAD	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	GALLEGA.

INTRODUCCIÓN

Las	políticas	de	igualdad	se	definen	como	el	conjunto	de	las	decisiones,	objetivos	y	medidas	adoptadas	por
las	instituciones	públicas	en	relación	con	el	fomento	de	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	con	la	mejora
de	la	situación	socioeconómica,	política	y	cultural	de	la	mujer.	Estas	políticas	tienen	una	larga	historia.	Desde
1946,	momento	en	que	se	creó	la	Comisión	de	las	Naciones	Unidas	de	la	Condición	Jurídica	y	Social	de	la
Mujer,	no	se	ha	dejado	de	actuar	para	defender	los	derechos	de	las	mujeres	y	para	asegurar	la	igualdad	de
oportunidades	entre	sexos.

En	los	últimos	años	se	ha	experimentado,	desde	la	escala	europea	hasta	la	española,	la	necesidad	de	desarro‐
llar	las	políticas	de	género	y	de	hacer	efectiva	la	implementación	del	principio	de	igualdad	de	oportunidades
en	el	panorama	institucional	y	político.	Aunque	muchas	de	las	estrategias	para	alcanzar	este	hito	han	sido
la	realización	de	acciones	específicas	para	la	promoción	de	las	mujeres	en	algunos	contextos	determinados,
actualmente	se	observa	la	necesidad	de	adoptar,	conjuntamente	con	las	acciones	específicas,	medidas	de
carácter	 transversal.	Es	el	que	 se	 conoce	 como	Enfoque	 Integrado	de	Género	o	Gender	Mainstreaming,
término	acuñado	en	la	Cuarta	Conferencia	Mundial	de	las	Mujeres	de	Beijing	el	año	1995	que	hace	referencia
a	la	necesidad	de	incorporar	sistemáticamente	la	perspectiva	de	género	en	el	diseño,	realización	y	evaluación
de	todas	las	acciones	y	procesos	que	se	llevan	a	cabo	en	una	institución.	Se	trata,	pues,	de	incorporar	al
mismo	proceso	de	construcción	de	una	política,	plan	o	programa,	las	necesidades	y	condiciones	que	son
diferentes	entre	mujeres	y	hombres	para	conseguir	una	mejor	adaptación	a	las	características	de	todas	las
personas	a	las	cuales	va	dirigidas	la	política,	el	plan	o	el	programa.

En	España	el	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discrimina‐
ción	por	razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	artículo	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promo‐
ver	las	condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efecti‐
vas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.




